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responsables solidarios, subsidiarios o mortis cau-
sa de aquéllos, por concurrir hechos, omisiones,
negocios o actos jurídicos que determinen esas
responsabilidades, en aplicación de cualquier nor-
ma con rango de ley que se refiera o no excluya
expresamente a las obligaciones de Seguridad
Social, o de pactos o convenios no contrarios a las
leyes.

2.- Cuando en aplicación de normas específicas
de Seguridad Social, laborales, civiles, administra-
tivas o mercantiles, los órganos de recaudación
aprecien la concurrencia de un responsable solida-
rio, subsidiario o mortis causa respecto de quien
hasta ese momento figurase como responsable,
declararán dicha responsabilidad y exigirán el pago
mediante el procedimiento recaudatorio establecido
en este reglamento.

II

Que a tenor de lo establecido en el art. 2.2 del
Real Decreto 1415/204, de 11 de Junio, por el que se
aprueba el Reglamento General de Recaudación de
la Seguridad Social, esta Subdirección Provincial
Ejecutiva de la Tesorería General de la Seguridad
Social es competente para conocer y dictar Reso-
lución en el procedimiento que nos ocupa.

III

Artículos 12, 13, 14, 15 Y 16 del citado Regla-
mento General de Recaudación de la Seguridad
Social, en cuanto regulan los responsables del pago
de las deudas a la Seguridad Social y los aspectos
sustantivos y procedimentales de los responsables
solidarios.

IV

Artículos 61 al 64 del Reglamento General de
Recaudación de la Seguridad aprobado por Real
Decreto 1415/2004, de 11 de Junio, que regulan las
Reclamaciones de Deuda por descubiertos a la
Seguridad Social.

V

La vigente Ley 2/95, de 23 de marzo, de Socie-
dades de Responsabilidad.

Limitada, establece en su art. 104.1, que la
sociedad de responsabilidad limitada se disolve-
rá:... e) Por consecuencia de pérdidas que dejan
reducido el patrimonio contable a menos de la mitad
el capital social, a no ser que éste se aumente o

reduzca en la medida suficiente... f) Por reducción
del capital social por debajo del mínimo legal". A
su vez el art. 105 del citado texto legal exige la
obligación de los administradores de convocar
Junta General en el plazo de dos meses para que
se adopte el acuerdo de disolución, estando
incluso obligados a solicitar la disolución judicial
si el acuerdo social fuese contrario o no pudiese
lograrse. En su apartado 5 de citado artículo se
prescribe que "el incumplimiento de la obligación
de convocar la Junta General o de solicitar la
disolución judicial determinará la responsabilidad
solidaria de los administradores por todas las
deudas sociales".

Por otro lado el art. 22.2 del Código de Comer-
cio, modificado por la Disposición Adicional Pri-
mera de la citada Ley 2/95 de 23 de marzo,
establece la obligación para las sociedades mer-
cantiles de la inscripción en el Registro Mercantil,
entre otros, del acuerdo de disolución. De la nota
informativa expedida por el Registro Mercantil
sobre la vida registral de la sociedad apremiada no
consta inscripción alguna sobre su disolución, por
lo que queda constatado que citado acuerdo
disolutivo no se llegó a adoptar.

VI

Asimismo, la anterior Ley de Sociedades de
Responsabilidad Limitada de 17 de Julio de 1953,
en sus artículos 17 y 30, establecía que era de
aplicación el régimen de responsabilidad de los
administradores y la disolución y liquidación de
las Sociedades Anónimas, a los administradores
de las Sociedades de Responsabilidad Limitadas.

Así, establece el art. 260 de la Ley de Socieda-
des Anónimas que habrá de procederse a la
disolución de las Sociedades Anónimas "... 4ª Por
consecuencia de pérdidas que dejan reducido el
patrimonio a una cantidad inferior a la mitad del
capital social, a no ser que éste se aumente o
reduzca en la medida suficiente... 5º Por reduc-
ción del capital social por debajo del mínimo
legal".

Resulta evidente, de lo expuesto en los Hechos
que anteceden, la total descapitalización de la
sociedad, resultando infructuosas todas las ac-
tuaciones en vía ejecutiva encaminadas al cobro
del débito, dando lugar ello a la declaración de
Crédito Incobrable por carencia de bienes.


